N° 90-88
Sesión extraordinaria de Corte Plena celebrada a las ocho horas del cinco de noviembre de mil novecientos ochenta y ocho, con asistencia inicial de los Magistrados Blanco, Presidente; Arroyo, Cervantes, Chacón, Arias, Rodríguez, Fernández, Arce, Ching, Carvajal, Guzmán, Houed y Gamboa.
Artículo XVI
En escrito de fecha treinta y uno de octubre último, las licenciadas Alfonsina Camacho Suárez y Alicia Bogarín Parra interpusieron un recurso de Hábeas Corpus en favor de ellas, con fundamento en los siguientes hechos y alegaciones:
1. Que el Tribunal Superior Primero Penal de San José, Sección Segunda, se tramita la causa N° 989-V-88, iniciada en el Juzgado Sexto de Instrucción de esta ciudad, por falsificación y uso de documento falso, seguida contra ellas y la señora María José Acosta Rodríguez.

2. Que el Tribunal señaló las diez horas y treinta minutos del 26 de agosto de este año, para celebrar la vista solicitada por el licenciado Fernando Guier Esquivel, defensor de la señora Acosta Rodríguez. Seguidamente, a las catorce horas y treinta minutos del mismo día, el Tribunal integrado en ese momento por los licenciados Clarence Ávila Cárdenas, Pablo Rojas Marín y Emilce Vargas Jiménez, entrón a “sesión de votación”. En esa sesión se votaron siete asuntos, en votación seguida que va del número 1098 al número 1104, según consta en el Libro de Votos que lleva el Tribunal.
3. Que dentro de los siete asuntos resueltos ese día viernes 26 de agosto de 1988, se conoció el expediente N° 989-V-98, el cual fue resuelto por voto N° 1103 DE LAS 14:30 horas de esa fecha, que textualmente dice:

“1103. 14:30. 26-8-88 (989-V-88. Alfonsina Camacho y otros. Falsificación de documento público. Juz. Instrucción 6°. Se revoca resolución recurrida y se dicta P. Ext. 1 año”.

4. Que en ese voto el Tribunal resolvió revocar el auto del Juzgado Sexto de Instrucción, de las ocho horas del 30 de junio de 1988, o sea el de procesamiento y prisión preventiva N° 61, dictado en contra de las exponentes y de la señora Acosta Rodríguez.

En cuanto a ese voto solo faltaba la redacción del fallo correspondiente, la que no se pudo realizar por las siguientes razones:

a. A la licenciada Emilce Vargas Jiménez, Juez Integrante del Tribunal en el momento en que se votó el asunto, se le venció su nombramiento a las diecisiete horas y treinta minutos del mismo día veintiséis de agosto;
b. Al licenciado Pablo Rojas Marín se le vencía su nombramiento el treinta de agosto, sin que se le hubiera habilitado para la redacción y firma del fallo correspondiente.

5. Que en forma inusual e inexcusable, con fecha de las diecisiete horas y treinta minutos del viernes cinco de setiembre de 1988, la señora Secretaria del Tribunal levantó un acta en el folio 178 Tomo III del Libro de Votos, con el siguiente contenido, en lo que interesa:

“Tribunal Superior Primero Penal, San José a las 17 horas treinta minutos del cinco de setiembre de mil novecientos ochenta y ocho. La suscrita Secretaria por este medio manifiesta y hace constar: En vista de la problemática surgida en las diligencias del expediente número 989-v-88 contra Alfonsina Camacho y otros; estando integrado el Tribunal para cuando se conoció el asunto, que fue en fecha veintiséis de agosto de este año, por los licenciados Pablo Rojas Marín, Emilce Vargas Jiménez y Clarence Ávila Cárdenas, indico lo siguiente: A las diez horas y treinta minutos del veintiséis de los corrientes (sic) en la Sala de audiencias de este Tribunal, se constituyó el Tribunal (lic. Ávila, Vargas y Rojas), a fin de realizar una vista oral y pública. En misma fecha fue votado por dichos Jueces, pero no es hasta el treinta de agosto que el expediente llega a mi oficina para entrarlo al libro de votos…”.
Aparentemente, (siguen diciendo los recurrentes), según informó en ese momento la Secretaría del Tribunal, de manera inusual dentro del Libro de Votos, es que el fallo correspondiente al voto N° 1103, una vez redactado, no fue firmado por los integrantes del Tribunal que en la fecha de la votación estaban constituyendo ese órgano, sino por otros. Pero es importante resaltar que el asunto fue resuelto mediante el voto N° 1103 del 26 de agosto de 1988; que los Jueces Ávila, Rojas y Vargas estaban habilitados para tomar la decisión, y así lo hicieron en ese voto, cuya certificación acompañan; y que de las siete votaciones realizadas por los tres Jueces el veintiséis de agosto, seis de ellas se encuentran ya con fallo redactado y devueltas a su lugar de origen.
6. Que en forma sorpresiva e inexplicable, el Tribunal procedió a anular el voto N° 1103. Ello lo hizo el Tribunal por medio de otro voto, que es el N° 1358 de las 14 horas del 24 de octubre de 1988, que consta al folio 210 del Tomo III del Libro de Votos. En ese nuevo voto se conoce un asunto que ya estaba votado, y se revoca el voto en perjuicio de la defensa, estableciendo una resolución que implica prisión. El voto N° 1358 dice:

“1358. 14. 24-10-88.989 V. Alfonsina Camacho Suárez, Alicia Bogarín Parra, María José Acosta Rodríguez. Juzgado 6° Inst. Falsificación de documento y otros. Apelación procesamiento y prisión preventiva. Por voto de mayoría se confirma la resolución recurrida, pero recalificando los hechos al delito de falsedad ideológica. El lic. Pablo Rojas salvó el voto manteniendo la prórroga extraordinaria y revocando el auto de procesamiento y prisión preventiva”.

7. Que el Tribunal ha ordenado así, con fecha 24 de octubre de 1988, la modificación de un asunto ya resuelto y votado, en el que otorgaba la revocatoria del auto de procesamiento y prisión preventiva, por otra resolución que confirma tal auto de procesamiento y prisión, con una evidente amenaza de privar de la libertad individual y de la facultad de ir y venir y de trasladarse a cualquier parte, de las exponentes Camacho Suárez y Bogarín Para, así como de la señora María José Acosta Rodríguez.
Agregan las recurrentes que con lo actuado por el Tribunal se han infringido los artículos 22, 39 y 42, en relación al 154, todos de la Constitución Política. Luego explican por qué consideran que se han producido esas infracciones, y se refieren a las normas legales que regulan el marco jurídico dentro del cual debe desenvolverse la actividad jurisdiccional, y concluyen que el Tribunal Superior Primero Penal, el emitir el segundo voto, ha dictado una resolución que resulta arbitraria, al exceder los límites de sus atribuciones.
Solicitan, en resumen, que se declare con lugar el recurso y se le ordene al Tribunal “la no ejecución del voto 1358 del 24 de octubre de 1988”, ni acto alguno en contra de ellas y de la señora Acosta Rodríguez. También piden que se les reciba en audiencia, para informar y manifestar ante la Corte Plena la defensa de sus derechos.

Junto con el recurso las gestiones presentaron una fotocopia certificada de tres páginas del Libro de Votos del Tribunal, en donde aparece el que se consignó con el N° 1103 de las 14:30 horas del 26 de agosto de 1988, lo mismo que la constancia extendida por la Secretaria a las diecisiete horas y treinta minutos del cinco de setiembre de este año.
La licenciada Bogarín presentó después las siguientes fotocopias: a) Del oficio N° 5622 de 22 de setiembre de 1988, en que el Secretario de la Corte transcribe a la Secretaría del Tribunal el acuerdo dictado en el artículo XVII de la sesión celebrada el 12 de setiembre; b) Delacta de la vista oral que se efectuó en el Tribunal a las diez horas y treinta minutos del 26 de agosto; y c) De varias páginas del Libro de Votos, algunas de ellas ya comprendidas en la certificación que fue presentada con el recurso, inclusive la constancia extendida por la Secretaría del Tribunal. Esa constancia termina en el folio 179 del Libro, y a continuación se lee:
“1153. 10.00 6-9-88 989-V. Tratándose de un error al consignarse como voto la opinión o proyecto de uno de los integrantes que estuvieron presentes en la vista, déjese sin efecto el voto N° 1103 de las 14:30 horas del 26-8-88, y procédase a resolver conforme a derecho”.
-o-
Acerca del recurso se pidió informe al Tribunal Superior Primero Penal, Sección Segunda, con fecha 31 de octubre último. Fue rendido por los señores Jueces Superiores licenciados Jorge Valverde Soley, Clarence Ávila Cárdenas y Jeannette Villarreal Albenda, quienes manifestaron: a) Que las señoras Camacho y Bogarín no se encuentran detenidas a la orden del Tribunal, ni tampoco se ha dispuesto contra ellas ninguna medida restrictiva de su libertad o de los derechos de circulación; y b) Que ese Tribunal, como órgano de alzada, simplemente confirmó el auto de procesamiento y prisión dictado por el Juzgado Sexto de Instrucción.

-o-
Posteriormente, en escrito de dos de noviembre en curso, las licenciadas Camacho y Bogarín formularon algunas alegaciones para ampliar los fundamentos del Hábeas Corpus, y presentaron las siguientes pruebas: 1) Certificación del legajo formado con motivo de la recusación de los Jueces Pablo Rojas Marín, Clarence Ávila Cárdenas, Jeannette Villarreal Albenda y Ana Rocío Estrada Mora; y 2) Fotocopia certificada de la solicitad de habilitación de los Jueces que intervinieron en la vista, y del acuerdo de la Corte.
La solicitud consta en oficio de 7 de setiembre del Tribunal, licenciada Ileana Méndez Sandí, pide a la Corte que se habilite a los licenciados Pablo Rojas Marín y Emilce Vargas Jiménez, a fin de que procedan a resolver la causa N° 989. Para fundamental esa solicitud, la licenciada Méndez Sandí explicó, en el mismo oficio:
“En fecha 26 de agosto de 1988, a las 10:30 horas, se llevó a cabo una vista oral y pública, en la cual intervinieron los licenciados Vargas y Rojas, los cuales, en razón de que finalizaban sus permisos como jueces, les fue imposible pronunciarse dentro del término de ley”.

En realidad no era que el licenciado Rojas y la licenciada Vargas Jiménez “finalizaban sus permisos”, pues lo que expiró fue su nombramiento interino en el Tribunal. Así lo dijo la Corte en el acuerdo del doce de setiembre, por cuyo medio “accedió a la gestión de mérito”.

Del legajo de recusación se hace la siguiente reseña:

a) La recusación fue interpuesta por la Fiscal de Juicio licenciada Carmen Seas Seas el seis de setiembre de ese año, dentro de la causa seguida contra las licenciadas Camacho y Bogarín; b) La licenciada Seas alegó que los Jueces “ya emitieron criterio en este asunto”, y dijo fundamentar la recusación en los incisos 1º y 8º del artículo 29 del Código de Procedimientos Penales, “según corresponda”. Acompañó como prueba sendas copia de dos escritos de queja, uno del Agente Sexto Fiscal de San José, presentado en la Inspección Judicial, acerca de lo ocurrido con la votación del mencionado asunto; y otro sobre los mismos hechos, dirigido a la Corte Plena por la señora Chantal de la Goublaye de Menorval Rodríguez, quien figura como parte civil en la causa Nº 989-V; c) El trámite y juzgamiento de la recusación estuvieron a cargo del licenciado Jorge Valverde Soley, en su carácter de miembro propietario integrante del Tribunal, Sección Segunda; ch) Los Jueces recusados contestaron negativamente la recusación; d) Por último, una vez practicada la diligencia a que se refiere el artículo 35 párrafo tercero del Código de Procedimientos Penales, en la cual se recibieron algunas declaraciones, el licenciado Valverde Soley, actuando por el Tribunal, desestimó el incidente, a las diez horas del veintiuno de octubre de este año.

En esa resolución se tienen por ciertos los siguientes hechos: a) Que el licenciado Pablo Rojas Marín sustituyó al licenciado Jorge Valverde Soley desde el dieciséis y hasta el treinta del mes de agosto, como integrante del Tribunal Superior Primero Penal, Sección Segunda, por vacaciones concedidas al licenciado Valverde. b) Que la licenciada Emilce Vargas Jiménez sustituyó a la licenciada Ana Rocío Estrada Mora desde el veintidós y hasta el veintiséis de agosto, como integrante del mismo Tribunal, pues esta, por designación de la Corte, participó en el “Curso de Técnicas de Investigación Judicial”, organizado por la Escuela Judicial. c) Que a las diez horas y treinta minutos del veintiséis de agosto próximo pasado se realizó la vista oral que, para informar sobre pretensiones en ese asunto, solicitó la defensa, estando integrado el Tribunal en la siguiente forma: Pablo Rojas Marín, quien sustituía a Valverde Soley, como Presidente, Clarence Ávila Cárdenas y Emilce Vargas Jiménez, quien sustituía a Estrada Mora. ch) Que la licenciada Jeannette Villarreal Albenda sustituyó al licenciado Clarence Ávila Cárdenas a partir del veintinueve de agosto, como integrante del Tribunal, según licencia que se concedió a este por fallecimiento de su señora madre; y en esa misma semana un proyecto de redacción o borrador, preparado por el licenciado Rojas Marín, se estimó por la Secretaria del Despacho, erróneamente, como la votación del asunto; y al mecanografiarlo se cometió el nuevo error de consignar, junto con el nombre y apellidos del co-Juez Rojas, los nombres y apellidos de las licenciadas Estrada y Villarreal, como si estas hubieran estado presentes en la vista. Ese error lo detectó la licenciada Estrada cuando se requirió su firma, siendo corregido; y e) Que la Corte Plena autorizó a los licenciados Emilce Vargas Jiménez y Pablo Rojas Marín para resolver lo que correspondiera en ese asunto, en razón de que sus nombramientos como suplentes expiraron el veintiséis y el treinta del mes de agosto próximo pasado, respectivamente, y por ello no les fue posible resolverlo dentro del término de ley.

-o-

De acuerdo con lo que se alega para fundamentar el Hábeas Corpus, y conforme lo indican los hechos y circunstancias que se relatan a lo largo de la anterior exposición, el problema planteado se resume así:

1. La causa Nº 989, seguida en el Juzgado Sexto de Instrucción contra las señoras Alfonsina Camacho Suárez, Alicia Bogarín Parra y María José Acosta Rodríguez, fue elevada al Tribunal Superior Primero Penal, Sección Segunda, en apelación del auto de procesamiento y prisión.

2. En vista oral de las diez horas y treinta minutos del 26 de agosto del corriente año, actuaron los Jueces Superiores Clarence Ávila Cárdenas, Pablo Rojas Marín y Emilce Vargas Jiménez, el primero en su carácter de miembro propietario del Tribunal, y los otros dos como integrantes de este en virtud de nombramientos interinos.

3. La Secretaria del Tribunal, licenciada Ileana Méndez Sandí, hizo constar en el Libro de Votos, bajo el asiento N° 1103, que el asunto fue votado a las catorce horas y treinta minutos de ese día, y que la decisión fue por revocar el auto recurrido.
4. Posteriormente la licenciada Méndez Sandí extendió una constancia en el Libro de Votos, en que explicó algunos hechos que, según lo dijo, ocurrieron después de la vista celebrada el veintiséis de agosto.
5. A continuación de esa constancia, la licenciada Méndez Sandí consignó un asiento en el Libro, bajo el N° 1153 de fecha 6 de setiembre, en que se dejaba sin efecto el voto N° 1103 del 26 de agosto.
6. Por haber expirado el interinato de dos de los Jueces que intervinieron en la vista (licenciados Rojas Marín y Vargas Jiménez) la Corte Plena dispuso “habilitarlos” para dictar la resolución correspondiente, pues debían decidir el punto los mismos Jueces que habían intervenido en aquella diligencia.

7. Finalmente, integrado el Tribunal con los licenciados Ávila Cárdenas, Rojas Marín y Vargas Jiménez, se procedió a resolver la apelación; y por mayoría, a las catorce horas del veinticuatro de octubre del corriente año, el Tribunal confirmó la resolución recurrida, contra el voto salvado del licenciado Rojas. Así lo hizo constar la señora Secretaria en el asiento N° 1358 del Libro de Votos.

-o-

Para resolver el Hábeas Corpus se tiene a la vista la causa seguida en el Juzgado Sexto de Instrucción, que se hizo venir del Tribunal Superior Primero Penal, Sección Segunda.

Luego de una amplia deliberación, en que hicieron uso de la palabra varios Magistrados, se resolvió:
a) No ordenar la comparecencia previa que solicitan los recurrentes, por ser innecesario, pues dentro de los autos existe amplia información sobre lo ocurrido; y,

b) Declarar sin lugar el recurso, por voto de mayoría de los Magistrados Blanco, Coto, Chacón, Rodríguez, Fernández, Arce, Carvajal, Guzmán, Houed, Gamboa y González.
Los Magistrados Arroyo, Cervantes, Arias y Ching votaron por declarar procedente el Hábeas Corpus.

-o-


Los Magistrados Coto, Rodríguez, Carvajal, Gamboa y González fundamentan su voto en las siguientes razones:

I. Aparte de la responsabilidad que pueda o no caber a las señoras imputadas, de su derecho de defensa y de la decisión definitiva que llegue a dictarse en la causa principal, el problema consiste ahora en determinar en qué situación se encuentran las señoras Camacho, Bogarín y Acosta Rodríguez, es decir, si rige contra ellas un auto de procesamiento y prisión preventiva, o si ese auto fue revocado en segunda instancia.
II. El artículo 48 de la Constitución Política dispone que “toda persona tiene derecho al recurso de Hábeas Corpus cuando se considere ilegítimamente privada de su libertad”; y a su vez, el artículo 1° de la Ley de Hábeas Corpus concede ese recurso contra toda detención ilegal o restricción a la libertad de movimiento. El artículo 9° señala lo que debe examinar el Tribunal de Corte Plena al resolver el recurso, y de primera vista podría creerse que la enumeración es limitativa; pero sobre ello está el texto constitucional y la amplia regla del artículo 1° de la Ley; y no cabe duda de que la privación ilegítima no solo puede resultar de una sentencia dictada sin las garantías del debido proceso (artículo 39), o contra el principio “nullum crimen…”, sino también de una detención preventiva carente de fundamento. El régimen del Hábeas Corpus no es de tipo formalista; y aunque no se invoque ninguna norma de la Carta Política en apoyo del recurso, el Tribunal de Corte Pelan tiene amplia jurisdicción para conceder la tutela solicitad, en todo lo que corresponda. Así podría ocurrir en este caso si realmente, como se afirma en el recurso, se hubiera dictado una decisión favorable en segunda instancia, que eliminaba toda posibilidad actual o inmediata de detener a las imputadas, y si después el Tribunal dictó otra que la contradice, porque si la primera existió y es válida, la segunda resultaría ilegítima.
III. Sin embargo, no es posible tener por cierto que el veintiséis de agosto del corriente año, los integrantes del Tribunal Superior Primero Penal, Sección Segunda, resolvieran la apelación y revocaran el procesamiento. La Secretaria del Tribunal, licenciada Ileana Méndez Sandí consignó un voto de revocatoria en el Libro de Votos, pues las circunstancias le hicieron creer que había habido votación. Su buena fe no se pone en duda; pero la verdad es que la forma en que ocurrieron los hechos ese día veintiséis de agosto (viernes) y en los dos días hábiles siguientes, podía inducir en error. Véase en primer término lo declarado por la licenciada Méndez Sandí en el incidente de recusación, donde expresó:
“Fue un viernes en la mañana la vista, integrado el Tribunal por los licenciados Pablo Rojas, Clarence Ávila y Emilce Vargas; al finalizar, ellos se fueron para su oficina y yo para la mía”.

No consta que la licenciada Méndez Sandí volviera al lugar donde estaban reunidos los tres Jueces, para recibir formalmente el voto, ni que estos, en su presencia, manifestaran estar de acuerdo en la decisión, aunque de lo dicho por el licenciado Rojas Marín podría desprenderse que la Secretaria oyó algunas de sus palabras, pues don Pablo afirmó, al contestar la recusación:
“Se entró a deliberar, expresando yo que lo procedente era revocar el auto impugnado; todo ello lo manifesté ante la licenciada Méndez Sandí”.

Pero nótese que se trataría del criterio de uno de los Jueces, más no del voto de todos ellos. También dijo el licenciado Rojas en su contestación:
“En ese momento los señores Ávila Cárdenas y Vargas Jiménez estaban urgidos en marcharse… Yo me marché para la oficina en la creencia de que habíamos votado. En las horas del mediodía empecé a redactar el proyecto de borrador. El día lunes 29 de ese mismo mes, después de la segunda audiencia, me quedé terminando el proyecto, y el martes 30 lo dejé en el sitio donde se dejan los expedientes en estudio, para que, cuando el licenciado Ávila Cárdenas se diera una vuelta por su oficina, revisara el proyecto, y pulido que fuera, se convirtiera en borrador para ser pasado en limpio”.
Aquí debe seguirse con la declaración de la licenciada Méndez Sandí, para entender lo ocurrido el 30 de agosto. Dice la licenciada Méndez:

“Me bajaron el borrador; cualquier persona de las que van al noveno piso lo pudo haber bajado (para llevarlo a la Secretaría); cogí el voto, lo anoté en el libro, y lo pasé al escribiente”.

En los días inmediatos se suscitaron algunos problemas, pues el proyecto había sido mecanografiado en limpio, y por error del escribiente se puso al pie el nombre de los otros dos miembros que ya estaban en funciones, a fin de que lo firmaran. No hace falta explicar en detalle los demás hechos ocurridos, que incluso dieron lugar a que interviniera un Inspector Judicial, el Jefe del Ministerio Público y un Agente Fiscal, todo a raíz de las observaciones o quejas de una de las señoras de la Goublaye de Menorval Rodríguez. Es obvio que el problema abarcó lo referente al voto Nº 1103, ya anotado en el Libro. La licenciada Méndez Sandí declara:

“El licenciado Ávila me dijo que lo prudente era anular ese voto, y así lo hice”.

Es presumible que el licenciado Ávila partiera de la base de que no había habido decisión, por lo que consideró que el voto (propiamente su anotación en el Libro), debía quedar sin efecto.

IV. En resumen, uno de los Jueces (el licenciado Rojas Marín) se hizo la idea de que el asunto había sido votado, y así lo creyó también la Secretaria del Tribunal. Pero los otros dos juzgadores afirman lo contrario, es decir, el licenciado Ávila Cárdenas, quien lo expresó así al contestar el incidente de recusación, lo mismo que la licenciada Vargas Jiménez, según consta en su declaración rendida en la diligencia celebrada dentro de ese incidente, donde se refirió a los hechos y dijo: “Ese asunto no se votó”.
V. Por lo tanto, al no existir certeza de que los Jueces resolvieron la apelación el veintiséis de agosto, en esas condiciones no es posible negar valor a la decisión que se produjo posteriormente (el 24 de octubre), y por todo ello el Hábeas Corpus debe denegarse.

-o-


Los Magistrados Blanco, Arce, Guzmán y Houed declaran sin lugar el recurso por las razones que expresan a continuación:
“Los problemas que plantean las impugnantes en su recurso de Hábeas Corpus se refieren a aspectos de orden procesal que ya han sido conocidos y resueltos por los Tribunales correspondientes, e inclusive no se han agotado las posibilidades que otorga la ley procesal para combatir las alegadas irregularidades, por medio de los instrumentos que establece el Código de Procedimientos Penales; o sea los recursos ordinarios y aun en el de Casación, precluyendo así las etapas o fases del proceso penal. Menos aun en el caso presente, donde, de acogerse los argumentos de las recurrentes, la Corte Plena estaría resolviendo la causa que origina esta controversia. Por las razones dichas, consideramos que los reclamos planteados no constituyen propiamente materia de un recurso de Hábeas Corpus, y por ello nuestro voto es por declarar sin lugar la petición.”

-o-


El Magistrado Chacón apoya su voto en los siguientes motivos:
“Los artículos 60, 64 y 65 del Código de Procedimientos Civiles, expresamente dicen que la votación se hará en el día y hora que señale verbalmente el Presidente, dentro del término de ley para resolver, y la recibirá el Secretario.

La redacción se hará por turno riguroso. En caso de que el Magistrado a quien corresponda redactar la resolución quedare en minoría en la votación, se recomendará redactarla a uno de los Magistrados de la mayoría.

El Presidente del Tribunal señalará dos días de la semana como mínimo, en que ha de procederse a la votación de los asuntos, pero en casos urgentes o motivos especiales, podrá votarse en cualquier día hábil. El término para la redacción de un fallo no debe excederse de cinco días.

Empezada la votación de un auto, sentencia o resolución, no podrá interrumpirse sino por impedimento insuperable. No obstante la separación o suspensión de algún miembro, deberá votar los pleitos a cuya vista hubiera asistido.

Pero ninguna de estas regulaciones contiene el Código de Procedimientos Penales, y el Código de Procedimientos Civiles no puede aplicarse subsidiariamente por no haber disposición que así lo autorice en este caso. Mientras que del proceso civil podríamos extraer que el voto consignado en el libro, es una resolución que tiene fuerza por sí misma, eso no lo podemos deducir del proceso penal. Nada dice el Código de Procedimientos Penales en cuanto a las votaciones de los asuntos, salvo cuando hace referencia a la sentencia. En el proceso penal, la decisión es dada por sentencia, auto o providencia, y las sentencias y los autos deben ser suscritos por el juez o todos los miembros del Tribunal que actuaron y la falta de firma producirá la nulidad del acto, salvo el caso, expresamente contemplado, cuando un juez en la sentencia, por impedimento ulterior a la deliberación, no pudiere firmar, en cuyo caso se hará constar, y aquella sentencia valdría sin su firma (Artículos 105 y 107 del Código de Procedimientos Penales). Salvo esa excepción, no puede sostenerse que el voto es una decisión, que vale por sí misma, pues ello se enfrenta directamente a los artículos 106 y 107 del mismo cuerpo legal que expresan, que las decisiones deben ser fundamentadas y estar firmadas. Un voto que es una decisión, sin fundamento y sin firmar, no es un auto ni una sentencia.

Bien es cierto que la Corte ha recomendado que los tribunales lleven un libro de votos, por cuestiones internas de orden. Pero de allí a hacer prevalecer como decisión el voto sobre la resolución firmada por los miembros del Tribunal es un error, porque el voto en el proceso penal no puede tener valor por sí mismo.

En el presente caso, no puede declararse con lugar el Hábeas Corpus, con vista del libro de votos que lleva el Tribunal, menos si se dice que el primer voto está enfrentado a otra resolución, que ya está redactada, aunque falta la firma de uno de los jueces. La redacción y firma es tan importante para el proceso penal, que la sentencia debe ser redactada y firmada inmediatamente, después de la deliberación (artículo 396 del Código de Procedimientos Penales); y solo en caso de que la complejidad del asunto o lo avanzado de la hora, hicieran necesario diferir la redacción de la sentencia, en dicha oportunidad se leerá tan solo la parte dispositiva de la misma, fijándose audiencia para la lectura integral. Pero obsérvese que esta parte dispositiva está redactada y firmada por los jueces y el secretario. Si la sentencia no estuviese redactada y firmada en el plazo de tres días, la misma será nula.

De manera que el sistema es totalmente diferente en el proceso civil que en el proceso penal. Mientras en el proceso civil, una vez votado el auto o sentencia, puede quedarse sin redactar durante mucho tiempo, siendo nada más un problema disciplinario, en el proceso penal una resolución simplemente votada no existe, y su nulidad es de carácter absoluto.

En consecuencia, el recurso de Hábeas Corpus no puede declararse con lugar, con vista únicamente de los votos, sin tener ninguna resolución redactada y firmada por el Tribunal.
-o-


Los Magistrados Arroyo, Cervantes, Arias y Ching declaran con lugar el recurso con base en las siguientes consideraciones:

“Las particularidades en la tramitación que ponen de relieve el recurso y demás piezas relacionadas, permiten concluir que el asunto fue realmente votado a las 14:30 horas del 26 de agosto del año en curso, y que lo dispuesto fue revocar el procesamiento apelado y volver al estado de prórroga extraordinaria en que se hallaba el proceso. Con tal decisión, que incluso fue hecha pública por la señora Secretaria del Tribunal, resultaba eliminada la amenaza inminente a su libertad que pesaba sobre las recurrentes. Ese voto no podía ser anulado por indicación verbal de uno de los Jueces, y menos por la señora Secretaria. De ahí que la segunda resolución de las 14:00 horas del 24 de octubre, no solo fue sorpresiva, sino también inválida e ineficaz, y por lo tanto incapaz de restablecer la amenaza a la libertad que el propio Tribunal había eliminado desde antes con su proceder. Lo contrario obligaría a admitir que la certeza y la defensa en juicio, principios cardinales del proceso penal, quedan al arbitrio de lo que después se afirma que ocurrió, incluso contra actuaciones documentales, lo cual es inadmisible. Es así como las garantías de orden y defensa en juicio, se lesionaron en la especie, con daño para las recurrentes, tornando en ilegítima la restricción a su libertad; situación que, en un caso como el presente, debe corregir la jurisdicción constitucional, que está por encima de la jurisdicción común”.
